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Los primeros esfuerzos por contemplar en nuestra la legislación nacional el derecho a la 
información se dieron en 1996 en la Ley General de Protección y Equilibrio Ecológico, como 
respuesta a las recomendaciones establecidas en la Declaración de la Conferencia de las 
Naciones Unidas sobre Medio Ambiente y Desarrollo de 1992. 

Las recomendaciones de la Declaración de Río de Janeiro fueron muy precisas:  

"En el plano nacional, toda persona deberá tener acceso adecuado a la información sobre el 
medio ambiente de que dispongan las autoridades públicas, incluida la información sobre 
los materiales y las actividades que ofrecen peligro en sus comunidades, así como la 
oportunidad de participar en los procesos de adopción de decisiones. Los Estados deberán 
facilitar y fomentar la sensibilización y la participación del público poniendo la información 
a disposición de todos...". 

Lo anterior representó sin duda una evolución significativa en el marco normativo 
ambiental, que llevó a contemplar la definición de un concepto de información ambiental 
así como la obligación del gobierno para establecer un Sistema Nacional de Información 
Ambiental.  

Pero ello representaba un remedio local sobre una materia en específico frente al enorme 
universo que en el que se desenvuelve el derecho a la información, con todas sus variantes 
y posibilidades de ser atendido, y en su caso, de ser sancionado. Es entonces que se 
empieza a gestar el embrión de una legislación más completa y específica en materia de 
acceso a la información pública del gobierno, lo que nos llevó por un exhausto proceso de 
análisis legislativo y administrativo que incluyó la participación de diversos sectores de la 
sociedad que exigían repetir en México la experiencia que en otros países ya se tenía acerca 
de esta materia y que en los inicios del siglo XXI, en el que se habla de globalización y de 
temas comunes, no nos podíamos quedar más atrás.  

Se tuvo que retomar la experiencia internacional que se encontraba aplicando en varios 
países y de lo cual se extrajeron los elementos necesarios que se adecuaron a la 
idiosincrasia del ámbito nacional, lo que derivó en la Ley Federal de Transparencia y Acceso 
a la Información Pública Gubernamental, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 
11 de junio de 2002.  
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Posteriormente se publicó en el mismo órgano oficial de difusión el Reglamento de la Ley 
mencionada el 11 de junio de 2003.  

Al respecto señalan los especialistas en la materia que toda ley de acceso a la información 
debe considerar por lo menos los aspectos siguientes:  

1) Toda la información que posean las dependencias oficiales es pública, salvo los casos 
que la propia ley determine, sin un rango de discrecionalidad demasiado amplio. 

“Artículo 2.- Toda la información gubernamental a que se refiere esta Ley es pública y los 
particulares tendrán acceso a la misma en los términos que esta señala”.  

“Artículo 7.- Con excepción de la información reservada o confidencial prevista en esta Ley, 
los sujetos obligados deberán poner a disposición del público y actualizar, en los términos 
del Reglamento y los lineamientos que expida el Instituto o la instancia equivalente a que 
se refiere el Artículo 61, entre otra, la información siguiente...” 

“Artículo 9.- La información a que se refiere el Artículo 7 deberá estar a disposición del 
público, a través de medios remotos o locales de comunicación electrónica...” 

“Artículo 10.- Las dependencias y entidades deberán hacer públicas, directamente o a 
través de la Consejería Jurídica del Ejecutivo Federal o de la Comisión Federal de Mejora 
Regulatoria... los anteproyectos de leyes y disposiciones administrativas de carácter 
general a que se refiere el Artículo 4 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo ...” 

“Artículo 12.- Los sujetos obligados deberán hacer pública toda aquella información 
relativa a los montos  y las personas a quienes entreguen, por cualquier motivo, recursos 
públicos, así como los informes que dichas personas les entreguen sobre el uso y destino 
de dichos recursos.” 

 2) La ley debe precisar con claridad cuáles son los sujetos obligados de proporcionar la 
información.  

“Artículo 3.- Para los efectos de esta Ley se entenderá por: 

XIV. Sujetos obligados: 
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a) El Poder Ejecutivo Federal, la Administración Pública Federal y la Procuraduría General 
de la República; 

b) El Poder Legislativo Federal, integrado por la Cámara de Diputados, la Cámara de 
Senadores, la Comisión Permanente y cualquiera de sus órganos; 

c) El Poder Judicial de la Federación y el Consejo de la Judicatura Federal; 

d) Los órganos constitucionales autónomos; 

e) Los tribunales administrativos federales, y 

f) Cualquier otro órgano federal. 

3) La ley debe reconocer el carácter de derecho humano a la información, su universalidad 
para que todos tengan la posibilidad de ejercer ese derecho.  

“Artículo 1.- La presente Ley es de orden público. Tiene como finalidad proveer lo necesario 
para garantizar el acceso de toda persona a la información en posesión de los Poderes de la 
Unión, los órganos constitucionales autónomos o con autonomía legal, y cualquier otra 
entidad federal.” 

“Artículo 2. -Toda la información gubernamental a que se refiere esta Ley es pública y los 
particulares tendrán acceso a la misma en los términos que esta señala.” 

4) La autoridad no puede exigirle a quien le solicita información que justifique para qué la 
quiere. 

“Artículo 40.- Cualquier persona o su representante podrá presentar, ante la unidad de 
enlace, una solicitud de acceso a la información mediante escrito libre o en los formatos 
que apruebe el Instituto... 

(último párrafo del artículo 40) En ningún caso la entrega de información estará 
condicionada a que se motive o justifique su utilización, ni se requerirá demostrar interés 
alguno.” 

5) El derecho de acceso a la información tiene excepciones, la “información clasificada” es 
de dos tipos: la información reservada y la confidencial. 
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“Artículo 13.- Como información reservada podrá clasificarse aquella...” 

“Artículo 14.- También se considerará como información reservada...” 

“Artículo 18.- Como información confidencial se considerará...” 

 6) La información reservada tendría que ver con alguna hipótesis que plantee la ley, por 
ejemplo, puede afectar la seguridad de la entidad, siempre que la ley sea clara y determine 
hipótesis puntuales. 

“Artículo 13.- ...información reservada ...aquella cuya difusión pueda: 

I. Comprometer la seguridad nacional, la seguridad pública o la defensa nacional; 

II. Menoscabar la conducción de las negociaciones o bien, de las relaciones internacionales, 
incluida aquella información que otros estados u organismos internacionales entreguen 
con carácter de confidencial al Estado Mexicano; 

III. Dañar la estabilidad financiera, económica o monetaria del país; 

IV. Poner en riesgo la vida, la seguridad o la salud de cualquier persona, o 

V. Causar un serio perjuicio a las actividades de verificación del cumplimiento de las leyes, 
prevención o persecución de los delitos, la impartición de la justicia, la recaudación de las 
contribuciones, las operaciones de control migratorio, las estrategias procesales en 
procesos judiciales o administrativos mientras las resoluciones no causen estado. 

“Artículo 14.- También se considerará como información reservada: 

I. La que por disposición expresa de una Ley sea considerada confidencial, reservada, 
comercial reservada o gubernamental confidencial; 

II. Los secretos comercial, industrial, fiscal, bancario, fiduciario u otro considerado como tal 
por una disposición legal; 

III. Las averiguaciones previas; 

IV. Los expedientes judiciales o de los procedimientos administrativos seguidos en forma 
de juicio en tanto no hayan causado estado; 
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V. Los procedimientos de responsabilidad de los servidores públicos, en tanto no se haya 
dictado la resolución administrativa o la jurisdiccional definitiva, o 

VI. La que contenga las opiniones, recomendaciones o puntos de vista que formen parte del 
proceso deliberativo de los servidores públicos, hasta en tanto no sea adoptada la 
decisión definitiva, la cual deberá estar documentada.” 

 7) La información confidencial es la relacionada con las personas: debe proteger datos 
personales. 

“Artículo 20.- Los sujetos obligados serán responsables de los datos personales y, en 
relación con estos, deberán: 

I. Adoptar los procedimientos adecuados para recibir y responder las solicitudes de acceso 
y corrección de datos, así como capacitar a los servidores públicos y dar a conocer 
información sobre sus políticas en relación con la protección de tales datos, de 
conformidad con los lineamientos que al respecto establezca el Instituto o las instancias 
equivalentes previstas en el Artículo 61; 

II. Tratar datos personales solo cuando estos sean adecuados, pertinentes y no excesivos 
en relación con los propósitos para los cuales se hayan obtenido; 

III. Poner a disposición de los individuos, a partir del momento en el cual se recaben datos 
personales, el documento en el que se establezcan los propósitos para su tratamiento, en 
términos de los lineamientos que establezca el Instituto o la instancia equivalente a que se 
refiere el Artículo 61; 

IV. Procurar que los datos personales sean exactos y actualizados 

V. Sustituir, rectificar o completar, de oficio, los datos personales que fueren inexactos, ya 
sea total o parcialmente, o incompletos, en el momento en que tengan conocimiento de 
esta situación, y 

VI. Adoptar las medidas necesarias que garanticen la seguridad de los datos personales y 
eviten su alteración, pérdida, transmisión y acceso no autorizado. 
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“Artículo 21.- Los sujetos obligados no podrán difundir, distribuir o comercializar los datos 
personales contenidos en los sistemas de información, desarrollados en el ejercicio de sus 
funciones, salvo que haya mediado el consentimiento expreso, por escrito o por un medio 
de autenticación similar, de los individuos a que haga referencia la información.” 

8) Existe información que debe difundirse “de oficio” o por obligación legal, aunque nadie la 
pidiera.  

“Artículo 7.- ...los sujetos obligados deberán poner a disposición del público y actualizar 
...la información siguiente: 

I. Su estructura orgánica; 

II. Las facultades de cada unidad administrativa; 

III. El directorio de servidores públicos, desde el nivel de jefe de departamento o sus 
equivalentes; 

IV. La remuneración mensual por puesto, incluso el sistema de compensación, según lo 
establezcan las disposiciones correspondientes; 

V. El domicilio de la unidad de enlace, además de la dirección electrónica donde podrán 
recibirse las solicitudes para obtener la información; 

VI.  Las metas y objetivos de las unidades administrativas de conformidad con sus 
programas operativos; 

VII. Los servicios que ofrecen; 

VIII. Los trámites, requisitos y formatos. En caso de que se encuentren inscritos en el 
Registro Federal de Trámites y Servicios o en el Registro que para la materia fiscal 
establezca la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, deberán publicarse tal y como se 
registraron; 

IX. La información sobre el presupuesto asignado, así como los informes sobre su 
ejecución, en los términos que establezca el Presupuesto de Egresos de la Federación. En el 
caso del Ejecutivo Federal, dicha información será proporcionada respecto de cada 
dependencia y entidad por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, la que además  
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informará sobre la situación económica, las finanzas públicas y la deuda pública, en los 
términos que establezca el propio presupuesto; 

X. Los resultados de las auditorías al ejercicio presupuestal de cada sujeto obligado que 
realicen, según corresponda, la Secretaría de Contraloría y Desarrollo Administrativo, las 
contralorías internas o la Auditoría Superior de la Federación y, en su caso, las aclaraciones 
que correspondan;  

XI. El diseño, ejecución, montos asignados y criterios de acceso a los programas de 
subsidio. Así como los padrones de beneficiarios de los programas sociales que establezca 
el Decreto del Presupuesto de Egresos de la Federación; 

XII. Las concesiones, permisos o autorizaciones otorgados, especificando los titulares de 
aquellos; 

XIII. Las contrataciones que se hayan celebrado en términos de la legislación aplicable 
detallando por cada contrato: 

a) Las obras públicas, los bienes adquiridos, arrendados y los servicios contratados; en el 
caso de estudios o investigaciones deberá señalarse el tema específico; 

b) El monto; 

c) El nombre del proveedor, contratista o de la persona física o moral con quienes se haya 
celebrado el contrato, y 

d) Los plazos de cumplimiento de los contratos; 

XIV. El marco normativo aplicable a cada sujeto obligado; 

XV. Los informes que, por disposición legal, generen los sujetos obligados; 

XVI. En su caso, los mecanismos de participación ciudadana, y 

XVII. Cualquier otra información que sea de utilidad o se considere relevante, además de la 
que con base a la información estadística, responda a las preguntas hechas con más 
frecuencia por el público. 
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Referencia:  

http://www.ordenjuridico.gob.mx/Congreso/pdf/39.pdf 
http://www.juridicas.unam.mx/publica/rev/decoin/cont/10/art/art3.htm 

 

 


